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Heroica Puebla de Zaragoza, a catorce de septiembre 

de dos mil doce. 

 

 VISTOS, para resolver los autos del recurso de 

apelación TEEP-A-002/2012, interpuesto por Jorge Luis 

Blancarte Morales, representante propietario de Movimiento 

Ciudadano, acreditado ante el Consejo General del Instituto 

Electoral del Estado; en contra del acuerdo  CG/AC-008/12 

del consejo en mención tomado en la sesión especial de 

catorce marzo de dos mil doce, mediante el cual se establece 

la continuidad de los procedimientos de fiscalización 

realizados por dicho instituto derivado del decreto del 

Honorable Congreso del Estado, por el que reforma y deroga 

diversas disposiciones del Código de Instituciones y Procesos 

Electorales del Estado de Puebla. 
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RESULTANDO: 

 

I.-  El veintiocho de octubre de dos mil once, el 

Honorable Congreso del Estado reformó, derogó y adicionó, 

diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Puebla. 

 

II.- El veinte de febrero de dos mil doce se publicó en el 

Periódico Oficial del Estado, el decreto del Honorable 

Congreso del Estado que reformó, derogó y adicionó diversas 

disposiciones del Código de Instituciones y Procesos 

Electorales del Estado de Puebla, donde se atribuyen 

facultades para auditar, vigilar y requerir a los Partidos 

Políticos en materia de Fiscalización a la Unidad de 

fiscalización, entrando en vigor al día siguiente de su 

publicación.  

 

 III.- El día veinticuatro de febrero de dos mil doce a 

través del memorandum IEE/DPPM-115/12, la Directora de 

Prerrogativas, Partidos Políticos y Medios de Comunicación, 

solicitó al Consejero Presidente hiciera del conocimiento del 

Pleno del Consejo General y se emitiera pronunciamiento 

respecto del mecanismo a seguir en relación con la 

fiscalización de los recursos de los partidos políticos en virtud 

a la reforma electoral.  

 

IV.- El catorce de marzo de dos mil doce, fue aprobado 

en sesión especial del Consejo General del Instituto Electoral, 

el acuerdo CG/AC-008/2012.  

 

V.- El dieciséis de marzo de dos mil doce, el 

representante propietario de Movimiento Ciudadano, 
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presentó ante el Instituto Electoral del Estado, recurso de 

apelación en contra del  acuerdo CG/AC-008/2012 del 

Consejo General del Instituto Electoral del Estado.  

 

VI.- Mediante oficio número IEE/PRE-2008/12, recibido 

a las diecisiete horas con cincuenta y seis minutos del 

dieciséis de agosto de dos mil doce, en la Secretaría General 

de Acuerdos del Tribunal Electoral del Estado de Puebla, el 

Consejero Presidente del Consejo General del Instituto 

Electoral del Estado, remitió el expediente RA-001/12 

formado con motivo del recurso de apelación interpuesto. 

 

VII.- Por acuerdo de la Presidencia de éste Órgano 

Colegiado de diecisiete de agosto de dos mil doce, se registró 

en el libro de gobierno con la clave TEEP-A-002/2012, y se 

ordenó turnar el expediente a la ponencia del Magistrado 

Reynaldo Lazcano Fernández.  

 

VIII.- Mediante proveído de veinte de agosto de dos mil 

doce, el Magistrado Reynaldo Lazcano Fernández, tuvo por 

turnado el expediente identificado con el número TEEP-A-

002/2012; ordenó su radicación, y se reservó acordar sobre la 

recepción del medio de impugnación; así mismo se realizó 

requerimiento al Consejero Presidente del Consejo General 

del Instituto Electoral del Estado.  

 

IX.- El veintiocho de agosto de dos mil doce, el 

Magistrado ponente, tuvo dando cumplimiento al 

requerimiento señalado en el punto inmediato anterior, 

reconoció la personalidad del recurrente y realizó sendo 

requerimiento, el cual fue cumplimentado el diez de 

septiembre siguiente.  
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X.- Con fecha doce de septiembre del dos mil doce el 

Magistrado Ponente, ordenó formular el proyecto de 

resolución y solicitó al Presidente del Tribunal Electoral del 

Estado convocar a Sesión Pública para resolver el presente 

asunto. 

 

XI.- A fin de dar cumplimiento a lo establecido en la 

fracción III inciso b) del artículo 373 y 374 del Código de 

Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla, 

con fecha trece de septiembre de dos mil doce, se 

determinó sesionar en esta fecha para resolver el presente 

recurso de apelación; y 

 

CONSIDERANDO: 

 

PRIMERO.- Este Tribunal Electoral del Estado de 

Puebla, es competente para conocer y resolver el presente 

asunto, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 116 

fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 3 fracción IV de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Puebla; 1 fracciones V y VII, 3, 8, 

325, 338 fracción III, 340 fracción II, 350 y 354 párrafo 

segundo del Código de Instituciones y Procesos Electorales 

del Estado de Puebla, por tratarse de un recurso 

jurisdiccional de apelación, interpuesto por el representante 

propietario del partido Movimiento Ciudadano, acreditado 

ante el Consejo General del Instituto Electoral del Estado, 

contra del acuerdo tomado por la autoridad electoral 

administrativa. 
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SEGUNDO.- Previo al análisis de fondo del asunto 

planteado, se procede a constatar si se actualiza o no alguna 

causal de improcedencia de las contenidas en el artículo 369 

del Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado 

de Puebla, por ser éstas de orden público y de carácter 

preferente, lo anterior además, en atención a lo sustentado 

por la Sala Central del entonces Tribunal Federal Electoral en 

la Tesis de Jurisprudencia cuyos rubros, textos y datos de 

identificación son los siguientes: 

 

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. SU ESTUDIO ES 
PREFERENTE.- Previamente al estudio de la controversia 
planteada, se deben analizar las causales de improcedencia 
que en la especie puedan actualizarse, por ser su examen 
preferente y de orden público de acuerdo al artículo 1 del 
Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales.  
 
SC-I-RI-019/91. Partido Acción Nacional. 14-IX-91. 
Unanimidad de votos. 
SC-I-RI-0219/91. Partido Acción Nacional. 22-IX-91. 
Unanimidad de votos. 
SC-I-RI-0209/91. Partido Acción Nacional. 7-X-91. Mayoría 
de votos. 

SC1ELJ05/91” 

 

 Así los presupuesto procesales debe ser estudiados de 

oficio en la sentencia, previo al análisis del fondo del asunto 

con base en las acciones y excepciones hechas valer y que, 

además, no son subsanables, lo anterior se apoya en la tesis 

aislada, del Segundo Tribunal Colegiado en materia civil del 

Sexto Circuito, cuyo rubro, texto y datos de identificación son 

los siguientes: 

 

“Tesis VI.2o.C.717 C   
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Novena Época  164 551          
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL SEXTO CIRCUITO.  XXXI, Mayo de 2010   
Pág. 2058   
Tesis Aislada(Civil)  
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[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; XXXI, Mayo de 
2010; Pág. 2058  
   
PRESUPUESTOS PROCESALES. SU ESTUDIO OFICIOSO 
ESTÁ CONFERIDO TANTO AL JUEZ DE PRIMERA 
INSTANCIA COMO AL TRIBUNAL DE APELACIÓN 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).  
Si bien el artículo 98 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Estado de Puebla, vigente a partir del 1o. de enero de 
2005, establece como facultad para la autoridad judicial de 
esa entidad, la relativa a la apreciación y estudio de los 
presupuestos procesales, dicha atribución debe considerarse 
de obligada satisfacción, dado que las propias características 
que inciden en torno a éstos así lo determinan, en la medida 
en que sin estar colmados no podría constituirse y 
desarrollarse con validez y eficacia jurídica un procedimiento 
de carácter jurisdiccional, menos aún, concluir con una 
sentencia que resolviera el mérito de lo debatido por los 
interesados, imponiendo condena o absolviendo al 
demandado, o bien, mediante la declaración de la existencia 
de un derecho o la constitución de un estado de derecho, 
según fuera el caso; asimismo, al no existir limitante en el 
texto de ese numeral, en lo que a la jerarquía del órgano 
jurisdiccional se refiere, debe concluirse que el ejercicio de 
esa facultad oficiosa está conferido tanto al Juez de primera 
instancia como al tribunal de apelación, pues en dicho 
precepto sólo se hace alusión al concepto "autoridad judicial", 
sin imponerse en él alguna restricción de manera específica. 
En consecuencia, dada la oficiosidad que impera en relación 
con el estudio de su plena satisfacción, resulta inconcuso que 
la apreciación de tales exigencias a cargo de la autoridad 
jurisdiccional está justificada, sin importar el grado con que 
ejerza su competencia, ya que constituye una obligación de 
ineludible satisfacción, cuyo incumplimiento, por su 
trascendencia, se erige en una infracción legal que incide en 
detrimento de las partes contendientes, al posibilitar la 
resolución de un juicio mediante el pronunciamiento de una 
sentencia que se ocupe del fondo de lo debatido, cuando no 
existen condiciones para ello o que impiden precisamente 
que éste concluya de esa manera.  
   
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL SEXTO CIRCUITO.  
Amparo directo 50/2010. María del Rocío Hernández 
Hernández. 25 de marzo de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Juan Carlos 
Cortés Salgado.” 

 

Así también resulta atinente señalar lo contenido en el 

Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado, 

cuyo texto es el siguiente: 
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“ARTÍCULO 368.- El Secretario del Consejo General o el 
Secretario General de Acuerdos, en su caso, resolverán de inmediato 
sobre la admisión del recurso. 
 
El Consejo General y el Tribunal podrán desechar de plano, aquellos 
recursos en que se actualice alguna de las causales para 
considerarlos notoriamente improcedentes. 
 
Sólo para la admisión o desechamiento de los recursos, podrá aplicarse 
de manera supletoria el Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado Libre y Soberano de Puebla. 

 

ARTÍCULO 369.- En todo caso serán notoriamente 
improcedentes los recursos, y por tanto deberán desecharse de plano, 
cuando: 

I.- Su interposición sea ante autoridad diversa de la responsable; 
II.- El promovente no acredite su personalidad o interés 

jurídico; 
III.- Su presentación sea fuera de los plazos que señala este 

Código; 
IV.- El representante del partido político ó coalición que 

promueva, omita firmar autógrafamente el escrito del recurso; 
V.- Las pruebas no se ofrezcan ni se acompañen al escrito del 

recurso; 
VI.- Se omita manifestar los agravios que le causa el acto 

combatido; 
VII.- En un mismo recurso se combatan diferentes elecciones; y 
VIII.- No se cumpla con alguno de los requisitos que este Código 

exige”. 

 

 Es preciso señalar que el interés jurídico consiste en la 

relación que se presenta entre la situación jurídica irregular 

que se denuncia, por lesionar la esfera de derechos del 

promovente y la acción que se pide para remediarla, 

mediante la aplicación del derecho, así como en la utilidad de 

dicha medida para subsanar la referida irregularidad. El 

interés jurídico constituye la prerrogativa legal que el orden 

normativo confiere a sus destinatarios y que se traduce en un 

deber de respeto a cargo de la autoridad, la cual sólo puede 

afectarlo cumpliendo las condiciones que la Constitución 

Federal establece para tales efectos. 

 

Por ello, únicamente está legalmente en condiciones de 

iniciar un procedimiento quien, al afirmar la existencia de una 
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lesión a su derecho, pide mediante la providencia idónea, ser 

restituido en el goce de ese derecho, en el entendido de que 

la providencia solicitada debe ser apta para poner fin a la 

situación irregular denunciada.  

 
 Por otra parte, el interés jurídico procesal se surte si en 

la demanda se aduce la infracción de algún derecho 

sustancial del actor y a la vez éste hace ver que la 

intervención del órgano jurisdiccional es necesaria y útil para 

lograr la reparación de esa conculcación. Sirve de sustento a 

lo último lo esgrimido en la jurisprudencia emitida por la Sala 

Superior del Poder Judicial de la Federación, y por la tesis 

aislada del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Sexto Circuito, cuyas rubros, textos y datos de identificación 

son los siguientes:  

 

“Raymundo Mora Aguilar y otro 
vs. 
Consejo Estatal Electoral de 
Tamaulipas 
Jurisprudencia 7/2002 

 
INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU 
SURTIMIENTO. La esencia del artículo 10, párrafo 1, inciso 
b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral implica que, por regla general, el interés 
jurídico procesal se surte, si en la demanda se aduce la 
infracción de algún derecho sustancial del actor y a la vez 
éste hace ver que la intervención del órgano jurisdiccional es 
necesaria y útil para lograr la reparación de esa 
conculcación, mediante la formulación de algún 
planteamiento tendente a obtener el dictado de una 
sentencia, que tenga el efecto de revocar o modificar el acto 
o la resolución reclamados, que producirá la consiguiente 
restitución al demandante en el goce del pretendido derecho 
político electoral violado. Si se satisface lo anterior, es claro 
que el actor tiene interés jurídico procesal para promover el 
medio de impugnación, lo cual conducirá a que se examine el 
mérito de la pretensión. Cuestión distinta es la demostración 
de la conculcación del derecho que se dice violado, lo que en 
todo caso corresponde al estudio del fondo del asunto. 
 
Tercera Época: 



 TEEP-A-002/2012 

 

9 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales 
del ciudadano. SUP-JDC-068/2001 y acumulado. Raymundo 
Mora Aguilar y Alejandro Santillana Ánimas. 13 de 
septiembre de 2001. Unanimidad de 5 votos. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-
363/2001. Partido Acción Nacional. 22 de diciembre de 2001. 
Unanimidad de 6 votos. 
Juicio de revisión constitucional electoral. SUP-JRC-
371/2001. Partido Acción Nacional. 22 de diciembre de 2001. 
Unanimidad de 6 votos. 
La Sala Superior en sesión celebrada el veintiuno de febrero 
de dos mil dos, aprobó por unanimidad de votos la 
jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente 
obligatoria. 
Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, Suplemento 6, Año 2003, página 
39. 

 
 
Tesis VI.2o.C.671 C   
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta   
Novena Época  167 239          
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL SEXTO CIRCUITO.  XXIX, Mayo de 2009   
Pág. 1075   
Tesis Aislada(Civil)   
 
[TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; XXIX, Mayo de 
2009; Pág. 1075   
 
INTERÉS JURÍDICO. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL 
NO SUBSANABLE QUE DEBE SER ESTUDIADO DE 
OFICIO EN LA SENTENCIA, PREVIO AL ANÁLISIS DEL 
FONDO DEL ASUNTO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
PUEBLA).   
Del análisis de los artículos 98, 99, 103, 203 y 353 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla se 
observa que el interés jurídico está previsto por la ley como 
un presupuesto procesal que debe ser estudiado de oficio en 
la sentencia, previo al análisis del fondo del asunto con base 
en las acciones y excepciones hechas valer y que, además, 
no es subsanable; de ahí que la circunstancia de que el Juez 
natural hubiera admitido la demanda propuesta por el actor, 
no implica, en absoluto, que se tenga por reconocido para 
todos los efectos legales del juicio, el interés jurídico y 
legitimación del interesado, por el simple motivo de haber 
intentado la acción pues, como quiera que sea, ello no releva 
a la autoridad judicial para analizar su cumplimiento al dictar 
la sentencia, previo al estudio de la cuestión de fondo de la 
litis y, para el caso de no cumplirse dicho requisito, declarar 
la improcedencia de la acción con fundamento en el artículo 
355 de ese ordenamiento procesal civil cuando se hace valer 
como excepción la falta de legitimación.   
   
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL SEXTO CIRCUITO.   
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  Amparo directo 107/2009. René García Camacho. 26 de 
marzo de 2009. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 
Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna.” 
 

 

De lo anterior, se impone la obligación a este Tribunal 

de advertir de manera primaria que en todo asunto que se 

plantee ante Tribunales, debe analizarse si se han colmado 

además de los requisitos legales expresos, aquéllos que 

demuestren la afectación real y directa hacía el accionante 

del medio impugnativo, a fin de que se haga congruente la 

necesaria  intervención de la autoridad jurisdiccional para 

reparar procedimientos.  

 

La falta de interés jurídico del actor se sustenta en que, 

en la demanda no plantea una situación jurídica concreta e 

irregular que se relacione de manera directa e inmediata con 

la supuesta conculcación a su esfera de derechos. El recurso 

de apelación que por esta vía se intenta, debe ser promovido 

por representante de partido político que combata actos o 

resoluciones del Consejo General del Instituto Electoral que 

causen una transgresión directa, real y clara a la esfera de 

los derechos de su representado, con la finalidad de que sea 

reparado por este organismo jurisdiccional.  

 

En el presente asunto el actor manifestó en su escrito 

inicial de demanda sustancialmente lo siguiente:  

 

1.- La determinación de ratificar las atribuciones, 

integración y obligaciones de la extinta Comisión Permanente 

Revisora de la aplicación de los regímenes de financiamiento 

de los partidos políticos. 
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2.- La responsable emite un acuerdo que es contrario a 

la Ley Electoral y a la propia Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Puebla al permitir que sea la Comisión 

Permanente quien revise los procesos de fiscalización a 

pesar de que se encuentra contemplada en la ley la Unidad 

de Fiscalización con autonomía de gestión. 

 

3.- A la Dirección de Prerrogativas, Partidos Políticos y 

Medios de Comunicación, se le facultó para intervenir no sólo 

en los procedimientos que se encuentren pendientes, sino en 

aquellos que “deban ser iniciados” al coadyuvar con la 

Comisión Permanente. 

 

4.- La intervención del Consejero Presidente del 

Consejo General del Instituto Electoral del Estado, en los 

procesos de fiscalización de los recursos de los partidos 

políticos. 

 

5.- La determinación de recorrer los plazos de 

fiscalización que se encontraban en curso desde el veintiuno 

de febrero de dos mil doce hasta el catorce de marzo del 

mismo año. 

 

Pese a lo anterior, de la integralidad del recurso no se 

puede advertir la infracción real, material y actual a la esfera 

de derechos e interés legítimo del actor en la materia 

electoral; es decir, no se advierte la existencia de una 

relación causa-efecto, directa e inmediata, entre el acto 

reclamado y los derechos del actor, por lo que debe 

concluirse que no se acredita de qué manera se vulneran los 

derechos de su representado y en consecuencia, tampoco 

muestra cómo la intervención de éste órgano jurisdiccional 



 TEEP-A-002/2012 

 

12 

podría lograr la restitución plena de sus derechos 

presuntamente violados.  

 

Por otra parte, el presente medio de impugnación sólo 

puede ser promovido por quienes resienten una afectación 

personal, directa y actual en sus derechos, lo que en la 

especie no acontece, en todo caso la sentencia que llegara a 

dictarse, en el supuesto de admitirse la demanda, no sería 

correlativa a un interés propio y exclusivo del actor.  

 

En el presente asunto, no se advierte el beneficio, 

provecho, utilidad o ganancia que obtendría el apelante luego 

de resultar procedente su acción, por lo que al no advertirse 

afectación alguna en su esfera de derechos, no se satisface 

el requisito de procedibilidad consistente en la acreditación 

del interés jurídico, por lo que el Tribunal Electoral del Estado 

advierte que se actualiza la causal de IMPROCEDENCIA a 

que se refiere la fracción II del artículo 369 del Código de 

Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla; 

por tanto, se DESECHA DE PLANO el presente recurso de 

apelación. 

 

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 116 fracción IV de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 fracción IV de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; 

1 fracciones V y VII, 3, 8, 325, 338 fracciones I y III, 340 

fracción II, 348 fracción II, 350, 354 párrafo segundo, 368 y 

369 fracción II del Código de Instituciones y Procesos 

Electorales del Estado de Puebla se  
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RESUELVE: 

 

ÚNICO. Se desecha por notoriamente improcedente el 

presente recurso de apelación interpuesto por el Licenciado 

Jorge Luis Blancarte Morales, en su carácter de 

representante propietario del Partido Movimiento Ciudadano 

ante el Consejo General del Instituto Electoral del Estado, en 

términos de lo argumentado en el considerando segundo del 

presente fallo.   

 
NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE AL ACTOR EN EL 
DOMICILIO SEÑALADO PARA TAL EFECTO, POR OFICIO 
AL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL 
DEL ESTADO Y POR ESTRADOS. 
 

Así lo resolvieron y firmaron en esta fecha, por unanimidad de 

votos y en sesión pública los Magistrados del Tribunal 

Electoral del Estado ante el Secretario General de Acuerdos 

que autoriza y da fe. 

 

MAGISTRADO PRESIDENTE 

 

 

 

ANTONIO OROPEZA BARBOSA 

 

 

MAGISTRADO 

 

 

 

MARCO ANTONIO GABRIEL 

GONZÁLEZ ALEGRÍA 

 

 

MAGISTRADO 

 

 

 

REYNALDO LAZCANO 

FERNÁNDEZ 
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